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CONTRADICCIÓN DE TESIS 114/2011

SUSCITADA ENTRE LA SALA SUPERIOR DEL tribunal ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.
MINISTRO PONENTE: arturo zaldívar lelo de larrea

SECRETARIoS: MAKAWI STAINES DIAZ

   jaime santana turral
Vo. Bo.
Sr. Ministro
México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al veintiuno de febrero de dos mil doce.
Cotejo
V I S T O S, para resolver los autos del expediente de contradicción de tesis 114/2011; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Denuncia de la contradicción. Mediante oficio SG-JAX-160/2011, recibido el quince de marzo de dos mil once, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados Judith Yolanda Muñoz Tagle, en calidad de Magistrada Presidenta por Ministerio de Ley, Yolli García Álvarez y Víctor Ruíz Villegas en funciones de Magistrado por Ministerio de Ley, integrantes de la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral, denunciaron la posible contradicción de tesis, entre el criterio sustentado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano SUP-JDC-85/2007, del que derivó la tesis XV/2007 de rubro: “SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO PREVISTA EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 38 CONSTITUCIONAL. SÓLO PROCEDE CUANDO SE PRIVE DE LA LIBERTAD”, y el sostenido por este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009, en las que se determinó: “…El artículo 38, fracción II, de la Constitución Federal no establece un derecho fundamental o una prerrogativa, sino una restricción constitucional…”.
SEGUNDO. Integración del asunto. Por acuerdo de diecisiete de marzo de dos mil once, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente de contradicción de tesis número 114/2011, dio vista al Procurador General de la República, para que en el plazo de treinta días formulase su opinión si lo consideraba pertinente y, por último, turnó los autos para su estudio al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.

El veintitrés de marzo de dos mil once, el Subsecretario General de Acuerdos de esta Suprema Corte de Justicia, certificó que el plazo para que el Procurador General de la República rindiera su opinión respecto a la denuncia de contradicción transcurriría del veinticuatro de marzo al diez de mayo de dos mil once.
En ese sentido, por oficio DGC/DCC/490/2011 recibido el nueve de mayo de dos mil once en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia, el agente del Ministerio Público de la Federación, emitió pedimento en el sentido de estimar que sí existe contradicción de tesis y que debe prevalecer el criterio que sostiene que el plazo de la suspensión de los derechos políticos del ciudadano, en términos del artículo 38, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, comenzará a contarse a partir de la fecha del auto de formal prisión y tiene efectos únicamente durante el proceso penal, es decir, desde la fecha del auto de formal prisión, hasta que se pronuncie la sentencia en el proceso respectivo.
TERCERO. Lista en sala. El veintidós de septiembre de dos mil once, fue listado en la Primera Sala para su resolución, y por acuerdo de diecinueve de octubre siguiente fue remitido al Tribunal Pleno.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 10, fracción VIII, 236 y 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y en los puntos Tercero, fracción VI, y Cuarto del Acuerdo General 5/2001, puesto que se denuncia una contradicción de criterios entre la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y el Pleno de esta Suprema Corte.
SEGUNDO. Legitimación. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima, pues fue presentada por los Magistrados que integran la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral, por lo que formalmente se actualiza el supuesto de legitimación a que alude el artículo 99, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el numeral 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

TERCERO. Sin materia. La denuncia de contradicción de criterios ha quedado sin materia.

Los magistrados integrantes de la Sala Regional denunciante, en la sentencia emitida el diez de marzo de dos mil once, en el expediente SX-JDC-14/2011, relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, indicaron que advertían la existencia de la tesis relevante XV/2007
 emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro: “SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO PREVISTA EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 38 CONSTITUCIONAL. SÓLO PROCEDE CUANDO SE PRIVE DE LA LIBERTAD”, con base en la cual se expidió al promovente su credencial para votar con fotografía, a pesar de contar con la suspensión de derechos políticos como consecuencia del dictado de un auto de formal prisión, por el hecho de que al promover su juicio gozaba de libertad.
Asimismo, argumentó la Sala Regional denunciante, que no obstante el criterio antes referido, también advertía la existencia de jurisprudencia y consideraciones de esta Suprema Corte, donde se señalaba de forma expresa que existe una suspensión de derechos políticos del ciudadano cuando éste se encuentra sujeto a un auto de formal prisión, y por tanto, existe la imposibilidad jurídica de expedirle la credencial para votar solicitada.
Las consideraciones de los órganos aludidos, las resumió la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral, de la siguiente forma:
I. Postura de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Al resolver el juicio para la protección de los derechos políticos electorales del ciudadano SUP-JDC-85/2007, emitió la tesis XV/2007,
 del tenor siguiente:

“SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADADO PREVISTA EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 38 CONSTITUCIONAL. SOLO PROCEDE CUANDO SE PRIVE DE LA LIBERTAD. La interpretación armónica, sistemática y funcional del artículo 38, fracción II, en relación con los artículos 14, 16, 19, 21 y 102, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 14, párrafo 2 y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 11, párrafo 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 7, párrafo 5, y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, permite concluir que la suspensión de los derechos o prerrogativas del ciudadano por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto de formal prisión no es absoluta ni categórica. En efecto, las referidas disposiciones establecen las bases para admitir que, aun cuando el ciudadano haya sido sujeto a proceso penal, al habérsele otorgado la libertad caucional y materialmente no se le hubiere recluido a prisión, no hay razones válidas para justificar la suspensión de los derechos político-electorales; pues resulta innegable que, salvo la limitación referida, al no haberse privado la libertad personal del sujeto y al operar en su favor la presunción de inocencia, debe continuar con el uso y goce de sus derechos. Por lo anterior, congruentes con la presunción de inocencia reconocida en la Constitución Federal como derecho fundamental y recogida en los citados instrumentos internacionales, aprobados y ratificados en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la suspensión de derechos consistente en la restricción particular y transitoria del ejercicio de los derechos del ciudadano relativos a la participación política, debe basarse en criterios objetivos y razonables. Por tanto, tal situación resulta suficiente para considerar que, mientras no se le prive de la libertad y, por ende, se le impida el ejercicio de sus derechos y prerrogativas constitucionales, tampoco hay razones que justifiquen la suspensión o merma en el derecho político-electoral de votar del ciudadano.”

Resumió las consideraciones que dieron lugar a la tesis antes transcrita, de la siguiente forma:

1. El artículo 38 constitucional, puede interpretarse de una forma amplia, no restrictiva, a favor del ciudadano.
2. La suspensión de los derechos o prerrogativas del ciudadano por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto de formal prisión, no es absoluta.

3. La limitación a los derechos político-electorales, sólo puede darse por sentencia definitiva, con carácter de ejecutoria que así lo determine, por delitos que merezcan pena corporal y no a partir del auto de formal prisión.

4. El auto de formal prisión únicamente considera al sujeto como probable responsable, lo cual, en términos de la extensión del derecho a votar ampliada por las leyes supremas de la unión, no resulta suficiente para suspenderle sus derechos.

5. Si el indiciado goza de libertad provisional, la mejor tutela del derecho fundamental de voto activo, es el considerar que en estos casos no tiene suspendido su derecho político-electoral de votar.

II. Postura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

a) En la tesis de jurisprudencia 1a./J.171/2007
, aprobada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veintiocho de noviembre de dos mil siete, se estableció:

“DERECHOS POLÍTICOS. DEBEN DECLARARSE SUSPENDIDOS DESDE EL DICTADO DEL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 38, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Si bien el citado precepto constitucional dispone expresa y categóricamente que los derechos o prerrogativas de los ciudadanos se suspenden a causa de un proceso criminal por delito que merezca pena corporal y que el plazo relativo se contará desde la fecha de la emisión del auto de formal prisión; y, por su parte, el artículo 46 del Código Penal Federal señala que la referida suspensión se impondrá como pena en la sentencia que culmine el proceso respectivo, que comenzará a computarse desde que cause ejecutoria y durará todo el tiempo de la condena -lo cual es acorde con la fracción III del propio artículo 38 constitucional-, ello no significa que la suspensión de los derechos políticos establecida en la Carta Magna haya sido objeto de una ampliación de garantías por parte del legislador ordinario en el código sustantivo de la materia, ni que exista contradicción o conflicto de normas, ya que se trata de dos etapas procesales diferentes. Consecuentemente, deben declararse suspendidos los derechos políticos del ciudadano desde el dictado del auto de formal prisión por un delito que merezca pena corporal, en términos del artículo 38, fracción II, de la Constitución Federal; máxime que al no contener éste prerrogativas sino una restricción de ellas, no es válido afirmar que el mencionado artículo 46 amplíe derechos del inculpado. Lo anterior es así, porque no debe confundirse la suspensión que se concretiza con la emisión de dicho auto con las diversas suspensiones que como pena prevé el numeral 46 aludido como consecuencia de la sentencia condenatoria que al efecto se dicte, entre las que se encuentra la de derechos políticos, pues mientras la primera tiene efectos temporales, es decir, sólo durante el proceso penal, los de la segunda son definitivos y se verifican durante el tiempo de extinción de la pena corporal impuesta.

b) El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veintiocho de mayo de dos mil nueve, resolvió la acción de inconstitucional 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009, la cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de septiembre de dos mil nueve, cuyas consideraciones se pueden sintetizar en lo siguiente:

1. Las restricciones a los derechos fundamentales deben interpretarse en forma estricta.

2. La suspensión de los derechos o prerrogativas ciudadanas que opera a partir del dictado del auto de formal prisión, no es una garantía que sea susceptible de ser ampliada, puesto que tiene una naturaleza jurídica distinta, porque es una restricción constitucional.

3. Los ciudadanos suspensos en sus derechos quedan excluidos del electorado, de la posibilidad de ser elegidos, y de participar en la organización política.

4. El plazo de la suspensión empezará a contarse a partir de la fecha del auto de formal prisión. 

5. Es correcta la determinación de suspender los derechos políticos del ciudadano en términos del artículo 38, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El plazo de la suspensión empezará a contarse a partir de la fecha del auto de formal prisión, y tiene efectos únicamente durante el proceso, es decir, desde la fecha del auto de formal prisión, hasta que se pronuncie la sentencia absolutoria en el proceso respectivo.

De tal manera que para resolver el caso concreto, consistente en el expediente SX-JDC-14/2011, relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral, destacó que la jurisprudencia 1ª./J.171/2007, de rubro: “DERECHOS POLÍTICOS. DEBEN DECLARARSE SUSPENDIDOS DESDE EL DICTADO DEL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 38, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, sustentada por la Primera Sala, fue retomada por este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que además, las razones contenidas en los considerandos que fundan los resolutivos de la sentencia dictada por la mayoría calificada al resolver la acción de inconstitucionalidad 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009, eran de observancia obligatoria para los órganos judiciales, entre ellos la referida Sala Regional.
Por tanto, indicó la Sala Regional denunciante, que si tanto la Primera Sala como el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación habían realizado una interpretación del artículo 38, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es a ésta a la cual debería apegarse, por lo que siguiendo tal criterio no era posible acoger la pretensión del promovente de expedirle la credencial para votar solicitada.

No obstante lo anterior, la referida Sala Regional denunció la posible contradicción de criterios entre la tesis relevante XV/2007 (emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación) y los considerandos sostenidos en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009 (emitidos por este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación) indicando que si bien advertía que en esa época estaba en estudio por parte del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación la contradicción de tesis 6/2008-PL, relativa a la denuncia formulada por un ministro de la Primera Sala de este Alto Tribunal, dicha denuncia fue formulada antes de la emisión de la sentencia relativa a la acción de inconstitucionalidad mencionada, por lo que el planteamiento era diferente.
En relación con ello, como se adelantó al inicio del presente considerando, la presente contradicción ha quedado sin materia con motivo de lo resuelto en la contradicción de tesis 6/2008-PL, pues si bien, como señala la Sala denunciante, el tema a resolver en ésta era la posible contradicción de criterios entre los sostenidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al pronunciarse en el SUP-JDC-85/2007 y por la Primera Sala al fallar la contradicción de tesis 29/2007-PS, ante el planteamiento de que la citada contradicción hubiera quedado sin materia, porque el criterio hubiese sido fijado al fallar la acción de inconstitucionalidad 33/2009 y sus acumuladas 34/2009 y 35/2009, ahora señalada como contendiente, se tomaron determinaciones que resuelven el planteamiento de este asunto.

En la citada contradicción 6-2008-PL, este Pleno, por una mayoría de seis votos
, estimó que en la sentencia de la acción no había un pronunciamiento sobre la variable analizada por el Tribunal Electoral, en relación a cómo opera la suspensión de derechos político-electorales, en concreto el derecho de voto pasivo, cuando la persona sujeta a proceso se encuentra libre bajo caución. 
Lo anterior, bajo la consideración de que en las citadas acciones únicamente se hizo un pronunciamiento abstracto sobre la interpretación del artículo 38 constitucional, en cuyas fracciones II, III y IV se prevén como causas de privación de los derechos políticos de una persona: a) estar sujeta a proceso por delito que merezca pena corporal; b) sentencia ejecutoria que imponga pena privativa de libertad y, c) cumplimiento de una pena de suspensión de derechos políticos. 
Y si bien se efectuaron consideraciones generales respecto a la suspensión de los derechos políticos desde el momento del auto de formal prisión, calificando a la disposición contenida en la fracción II una restricción constitucional, no se llegó a analizar la variable analizada por el Tribunal Electoral.
Como consecuencia de la consideración de que en la acción de inconstitucionalidad referida no había pronunciamiento sobre cómo opera la suspensión del derecho a votar cuando la persona sujeta a proceso se encuentra libre bajo fianza, procedió a resolver la contradicción planteada entre la Primera Sala de esta Suprema Corte y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, fijando el criterio que debía prevalecer. 

Al respecto, por mayoría de siete votos
 se consideró que la restricción establecida en el artículo 38, fracción II, de la Constitución General, interpretada de manera armónica con el principio de presunción de inocencia, no puede subsistir como una restricción absoluta, sino que debe interpretarse en el sentido de que la restricción del derecho a votar, por el dictado de un auto de formal prisión, sólo tiene lugar cuando el procesado está efectivamente privado de su libertad, pues de no mediar esta circunstancia el referido derecho no debe ser suspendido cuando tal procesado está gozando de libertad provisional.
Estableciendo como obligatorio
 el siguiente criterio: 
DERECHO AL VOTO. SE SUSPENDE POR EL DICTADO DEL AUTO DE FORMAL PRISIÓN O DE VINCULACIÓN A PROCESO, SÓLO CUANDO EL PROCESADO ESTÉ EFECTIVAMENTE PRIVADO DE SU LIBERTAD.  El artículo 38, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los derechos o prerrogativas del ciudadano se suspenden, entre otros casos, por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a partir de la emisión del auto de formal prisión. Por su parte, el principio de presunción de inocencia y el derecho a votar constituyen derechos fundamentales, cuya evolución y desarrollo constitucional llevan a atemperar la citada restricción constitucional. Ahora bien, la interpretación armónica de tal restricción con el indicado principio conduce a concluir que el derecho al voto del ciudadano se suspende por el dictado del auto de formal prisión o de vinculación a proceso, sólo cuando el procesado esté efectivamente privado de su libertad, supuesto que implica su imposibilidad física para ejercer ese derecho, lo que no se presenta cuando está materialmente en libertad, supuesto en el cual, en tanto no se dicte una sentencia condenatoria, no existe impedimento para el ejercicio del derecho al sufragio activo.

En consecuencia, en virtud de que este Pleno ya se pronunció respecto del criterio jurídico controvertido, estableciendo jurisprudencia sobre el tema, al resolver la contradicción de tesis 6/2008, la presente contradicción debe declararse sin materia en razón de que ya se ha cumplido el objetivo previsto en el artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Por lo expuesto y fundado se resuelve:

ÚNICO.- Ha quedado sin materia la contradicción de tesis 114/2011.
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de siete votos de los señores Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Valls Hernández, y Ortiz Mayagoitia. Los señores Ministros Aguirre Anguiano, Zaldívar Lelo de Larrea, Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Silva Meza votaron en el sentido de que debía declararse inexistente la presente contradicción de tesis.
El señor Ministro Aguirre Anguiano reservó su derecho para formular voto particular.

El señor Ministro Presidente Juan N. Silva Meza declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman el Ministro Presidente y el Ministro Ponente con el Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe.

MINISTRO PRESIDENTE:

JUAN N. SILVA MEZA.

MINISTRO PONENTE:

ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA.

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS:

LIC. RAFAEL COELLO CETINA.

Se hace constar que esta foja corresponde a la parte final de la Contradicción de Tesis 144/2011, entre las sustentadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual fue fallada el veintiuno de febrero de dos mil doce, en el sentido siguiente: ÚNICO.- Ha quedado sin materia la contradicción de tesis 114/2011. CONSTE.
MSD

� Criterio que aduce la Sala Regional denunciante, fue reiterado por la Sala Superior en los expedientes SUP-JDC-2045/2007, SUP-JDC-157/2010 y SUP-JRC-173/2010 ACUMULADO, SUP-JDC-98/2010, SUP-JRC-375/2010 y ACUMULADOS SUP-JRC-407/2010 y SUP-JDC-1243/2010 y SUP-JDC-670/2009.


� Consultable en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en Materia Electoral, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 1, Número 1, 2008, páginas 96 y 97.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Primera Sala, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008. Tesis: 1a./J. 171/2007. Página: 215.





Contradicción de tesis 29/2007-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y los Tribunales Colegiados Décimo y Sexto, ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 31 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Antonio Espinosa Rangel.





� Por mayoría de seis votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales, Sánchez Cordero de García Villegas y Ortiz Mayagoitia, 


� Se aprobó por mayoría de siete votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea con salvedades respecto de todas las consideraciones compartiendo únicamente el sentido, Pardo Rebolledo, con salvedades en cuanto a algunas consideraciones del proyecto, Aguilar Morales, con salvedades en cuanto a algunas consideraciones del proyecto, Sánchez Cordero de García Villegas y Ortiz Mayagoitia. Los señores Ministros Cossío Díaz, Franco González Salas, Valls Hernández y Presidente Silva Meza votaron en contra.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Pleno; Novena Época; XXXIV, Septiembre de 2011; Tesis: P./J. 33/2011; Página: 6.
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